
DICTAMEN No. 164  
 
DOCTOR ERNESTO MARCOS EDELMANN, SECRETARIO DEL TRIBUNAL 
SUPREMO POPULAR.  
  
CERTIFICO: que el Consejo de Gobierno de este Tribunal en sesión celebrada 
el día diecinueve de julio de mil novecientos ochenta y tres, adoptó el acuerdo 
que copiado literalmente dice así:  
Número 117. Se da cuenta con consulta, elevada por el conducto 
reglamentario, del Presidentes de la Sala de lo Civil, Administrativo y Laboral 
del Tribunal Provincial Popular de Ciego de Avila que es del siguiente tenor:  
"Con fecha 31 de enero de 1983 el que suscribe se dirigió por su conducto, al 
igual que lo hacemos en esta oportunidad, al Consejo de Gobierno del Tribunal 
Supremo Popular para que nos evacuara dos dudas que sobre la interpretación 
del delito de desobediencia teníamos en relación con los incumplimientos de 
resoluciones dictadas por la Sala de lo Civil, Administrativo y Laboral de los 
tribunales provinciales y que motivó el acuerdo número 33 dictamen 157 de 
fecha primero de marzo de 1983 de ese órgano.  
Ahora bien, todo parece indicar que en nuestra consulta no fuimos lo 
suficientemente explícitos y la segunda interrogante formulada por nosotros no 
fue evacuada, ni se hizo referencia en dicho acuerdo, razón por la cual 
estamos reiterando de ese órgano superior nos esclarezca la siguiente duda. 
Puede darse el caso que por sentencia firme en un proceso ordinario se 
disponga que la persona que posea un bien lo entregue a otra y después de 
requerido por el Tribunal para que cumpla lo dispuesto en dicha sentencia en 
un plazo determinado éste se niegue a entregar lo que está obligado. 
a) ¿Constituye esta negativa un delito de desobediencia previsto en el artículo 
1591 del Código Penal?. 
b) ¿Es aplicable a los que desobedezcan este requerimiento de cumplir lo 
dispuesto por sentencia firme, lo expresado en el acuerdo 105 del Consejo de 
Gobierno del Tribunal Supremo Popular de fecha 3 de marzo de 1975 en su 
apartado quinto inciso A que dice: `es absolutamente ilegal decretar una 
sanción penal por el incumplimiento de una obligación civil y administrativa ´, 
pues el ejemplo ilustrativo que allí se expone es de carácter netamente 
administrativo? 
c) ¿Es procedente, en el supuesto, que sea de aplicación el acuerdo a que 
hemos hecho referencia en la interrogante anterior, someter incluso auxiliado 
de la fuerza pública, al obligado a cumplir lo dispuesto en la supuesta 
sentencia?".  
El Consejo, a propuesta del Presidente de la Sala de lo Penal, acuerda evacuar 
la consulta en los términos del siguiente: 
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La ejecución de la resolución firme en un proceso civil se rige por las 
disposiciones de la Ley de Procedimiento Civil, Administrativo y Laboral, 
artículos 473 y siguientes. 
En dichos preceptos se regulan las acciones correspondientes que se deben 
realizar cuando la ejecución sea forzosa, es decir, cuando la persona obligada 
a entregar una cantidad líquida de dinero, al pago de alimentos u otras 
prestaciones periódicas, a entregar algún bien, a hacer o no hacer, se niega 
cumplir.  



El proceso civil establece los mecanismos adecuados para dar cumplida 
solución a los problemas emergentes que puedan surgir en la ejecución de las 
sentencias. 
Sólo podrá surgir una acción penal cuando el obligado a cumplir una sentencia 
civil ejecute actos previstos como delito para impedir la ejecución. La negativa 
a cumplir no integra el delito de desobediencia. 


